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Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local 

(BOE núm. 80, de 3 de Abril de 1985) 
 

TÍTULO II. El Municipio 
 

CAPÍTULO II. Competencias 
 

Artículo 36.1

1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le 
atribuyan en este concepto las leyes del Estado y de las Comunidades 
Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo caso, las 
siguientes: 
 

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la 
prestación integral y adecuada a que se refiere el apartado a) del número 2 del 
artículo 31. 
 

b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, 
especialmente los de menor capacidad económica y de gestión. En todo caso 
garantizará en los municipios de menos de 1.000 habitantes la prestación de 
los servicios de secretaría e intervención. 
 

c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su 
caso, supracomarcal y el fomento o, en su caso, coordinación de la prestación 
unificada de servicios de los municipios de su respectivo ámbito territorial. En 
particular, asumirá la prestación de los servicios de tratamiento de residuos en 
los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de 
incendios en los de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a 
su prestación. 
 

d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la 
planificación en el territorio provincial, de acuerdo con las competencias de las 
demás Administraciones Públicas en este ámbito. 
 

e) El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el 
artículo 116 bis. 
 
1 Artículo 36 redactado por el número trece del artículo primero de la Ley 27/2013, 27 
diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local (BOE 30 diciembre). 
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f) Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación 
tributaria, en periodo voluntario y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión 
financiera de los municipios con población inferior a 20.000 habitantes. 
 

g) La prestación de los servicios de administración electrónica y la 
contratación centralizada en los municipios con población inferior a 20.000 
habitantes.2

h) El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los 
municipios de su provincia. Cuando la Diputación detecte que estos costes son 
superiores a los de los servicios coordinados o prestados por ella, ofrecerá a 
los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de 
los servicios que permita reducir estos costes. 
 

i) La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma 
respectiva, de la prestación del servicio de mantenimiento y limpieza de los 
consultorios médicos en los municipios con población inferior a 5000 
habitantes. 
 
2. A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, la 
Diputación o entidad equivalente: 
 

a) Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y 
servicios de competencia municipal, en cuya elaboración deben participar los 
Municipios de la Provincia. El plan, que deberá contener una memoria 
justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los fondos, 
criterios que en todo caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que 
estará el análisis de los costes efectivos de los servicios de los municipios, 
podrá financiarse con medios propios de la Diputación o entidad equivalente, 
las aportaciones municipales y las subvenciones que acuerden la Comunidad 
Autónoma y el Estado con cargo a sus respectivos presupuestos. Sin perjuicio 

 
2 La Sentencia TC (Pleno) 111/2016, de 9 junio («B.O.E.» 15 julio), declara que el artículo 36.1. 
g) , en la redacción introducida por el artículo 1.13 de la Ley 27/2013, no es inconstitucional 
interpretado en los términos del fundamento jurídico 11, que establece que en realidad, el 
citado artículo se ha limitado a incluir atribuciones nuevas que especifican la más general de 
"asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente los de 
menor capacidad económica y de gestión", que estaba -y sigue- estando prevista como base 
del régimen local [art. 36.1, letra b), LBRL]. Hay que tener en cuenta, además, que el art. 
31.2.a) LBRL dispone como fines propios y específicos de las diputaciones provinciales los de 
"garantizar los principios de solidaridad y equilibrio intermunicipales" y, de modo particular, el 
de "asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los 
servicios de competencia municipal". Por ello, lo que pretende el precepto es dar efectividad a 
la prestación de unos servicios que exigen la aplicación de tecnología informática (en el caso 
de la administración electrónica) o técnico-jurídica (en el supuesto de la contratación 
centralizada) que los municipios de pequeña o mediana población (hasta 20.000 habitantes), 
pueden no estar en condiciones de asumir. En definitiva, se trata de que la diputación provincial 
cumpla su función institucional más característica prestando apoyo a estos municipios en las 
tareas que desempeñan relacionadas con la contratación y la llamada administración 
electrónica. Solo en este sentido, que se desprende naturalmente de interpretación conjunta de 
los citados artículos de la LBRL, puede entenderse el precepto impugnado. 
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de las competencias reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de las 
anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la Comunidad Autónoma 
asegura, en su territorio, la coordinación de los diversos planes provinciales, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley. 
 

Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos de los servicios 
prestados por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados 
o prestados por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de prestación 
unificada o supramunicipal para reducir sus costes efectivos.3

El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, pueden sujetar sus 
subvenciones a determinados criterios y condiciones en su utilización o empleo 
y tendrán en cuenta el análisis de los costes efectivos de los servicios de los 
municipios.4

b) Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los 
servicios mínimos de competencia municipal y a la mayor eficacia y economía 
en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas de asistencia y 
cooperación municipal. 
 

Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán otorgar 
subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y 
el mantenimiento de obras y servicios municipales, que se instrumentarán a 
través de planes especiales u otros instrumentos específicos. 
 
3 La Sentencia TC (Pleno) 111/2016, de 9 junio («B.O.E.» 15 julio), declara que el artículo 36.2 
a), segundo párrafo, en la redacción introducida por el artículo 1.13 de la Ley 27/2013, no es 
inconstitucional interpretado en los términos del fundamento jurídico 12 c), que establece que, 
el artículo 36.2 a) es una previsión básica que, en cuanto tal, no pretende ni puede pretender 
agotar la regulación de la materia. Se refiere a una submateria -competencias locales- en la 
que las Comunidades Autónomas disponen de amplios márgenes de desarrollo y en la que, en 
todo caso, concurren regulaciones sectoriales [STC 41/2016, FJ 7 c)]. Bajo esta perspectiva, la 
ausencia de precisión característica de la previsión impugnada no resulta en sí problemática 
desde la perspectiva de la autonomía municipal (artículos 137 y 140 CE). En este sentido, 
puede entenderse que, en ausencia de indicaciones básicas más precisas en torno al alcance 
de las facultades de coordinación de la diputación provincial, la legislación autonómica sobre 
régimen local o las regulaciones sectoriales hayan de concretarlas. Tales regulaciones habrán 
de predeterminar suficientemente aquellas facultades ajustándose a las prescripciones básicas 
(que obligan a tomar en consideración el "coste efectivo") y a la Constitución (que obliga a 
asegurar que la capacidad decisoria municipal sea tendencialmente correlativa al nivel de 
interés municipal involucrado). La previsión impugnada debe interpretarse, por tanto, en el 
sentido de que precisa de complementos normativos que, en todo caso, deben dejar márgenes 
de participación a los municipios. Todo ello no condiciona en absoluto, naturalmente, que, 
frente a estas regulaciones (y los propios planes provinciales) que pudieran vulnerar la indicada 
serie de exigencias ex artículos. 137 y 140 CE, podrán, en su caso, utilizarse las vías 
procesales oportunas a fin de restablecer la garantía de autonomía municipal 
constitucionalmente garantizada (en parecido sentido, con relación a las facultades de 
coordinación previstas en el art. 59 LBRL, STC 214/1989, FJ 21). 
4 Las Sentencias TC (Pleno) 54/2017 de 11 de mayo y 101/2017, de 20 de julio («B.O.E.» 15 
junio y 11 agosto) declaran que el artículo 36.2 a), en la redacción dada por el artículo 1.13 de 
la Ley 27/2013, así como la disposición adicional decimoquinta de la Ley 27/2013, no son 
inconstitucionales interpretados en los términos del fundamento jurídico 2 de esta Sentencia, 
que se remite a las SSTC 111/2016, FJ 12 c) y 41/2016, FJ 13 c).     TC, Pleno, S 54/2017, 11 
May. 2017 (Rec. 1996/2014)TC, Pleno, S 101/2017, 20 Jul. 2017 (Rec. 2043/2014) 
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c) Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los 
Ayuntamientos y les presta apoyo en la selección y formación de su personal 
sin perjuicio de la actividad desarrollada en estas materias por la 
Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas. 
 

d) Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos 
administrativos y realización de actividades materiales y de gestión, 
asumiéndolas cuando aquéllos se las encomienden. 
 

Artículo 37. 
 
1. Las Comunidades Autónomas podrán delegar competencias en las 
Diputaciones, así como encomendar a éstas la gestión ordinaria de servicios 
propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En este 
último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las 
instrucciones generales y particulares de las Comunidades. 
 
2. El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la Comunidad 
Autónoma interesada, delegar en las Diputaciones competencias de mera 
ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la prestación de 
los correspondientes servicios. 
 
3. El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas se acomodará a 
lo dispuesto en el artículo 27. 
 

Artículo 38. 
 
Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo y en los 
restantes de la presente Ley serán de aplicación a aquellas otras 
Corporaciones de carácter representativo a las que corresponda el gobierno y 
la administración autónoma de la Provincia. 
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